SENTENCIA TUTELA 1ª INSTANCIA N° 012 

RADICACIÓN: 6600122040002019-00071-00
ACCIONANTE: JHON EDISON MURILLO MARÍN
NIEGA Y DECLARA IMPROCEDENTE

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / NO PROCEDE PARA IMPULSAR ACTUACIONES DE CARÁCTER JUDICIAL Y NO ADMINISTRATIVO / DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / EN PROCESOS EN CURSO / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / EXIGE MAYOR CARGA ARGUMENTATIVA.
Respecto al derecho de petición que estima quebrantado, por cuanto ninguna respuesta se le entregó, debe indicarse que tal petición por tratarse de un trámite netamente jurídico y no administrativo, debe ser atendida en el interior del proceso, y en desarrollo de las audiencias que contempla el ordenamiento procedimental penal, como así lo tiene sentado la jurisprudencia. Véase:

“[…] el trámite de las peticiones ante las autoridades judiciales son de dos tipos, las de asuntos administrativos cuyo trámite debe darse en los términos del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución y el Código Contencioso Administrativo, dentro de las cuales se pueden mencionar la solicitud de copias; y las de carácter judicial o jurisdiccional, que deben tramitarse de conformidad con los procedimientos propios de cada juicio, por lo que la omisión del funcionario judicial en resolver las peticiones formuladas en relación con los asuntos administrativos constituirán una vulneración al derecho de petición, en tanto que la omisión de atender las solicitudes propias de la actividad jurisdiccional, configuran una violación del debido proceso…” (…)
Surge diáfano de la referida cita, que al tratarse de temas de índole netamente jurídico, será en el mencionado proceso donde las mismas deberán ser atendidas y decididas, máxime cuando lo que pide, tiene que ver con una solicitud de índole probatoria, la cual debía ser reclamada ante el juez de conocimiento y en la etapa procesal pertinente. (…)

la H. Corte Suprema de Justicia, ante la interposición de acciones de constitucionales contra decisiones judiciales, ha expresado que si bien la tutela procede contra dichas providencias, en aplicación de los referidos criterios de procedibilidad quien la ejercite tiene una mayor exigencia argumentativa, puesto que no puede quedarse simplemente en el planteamiento de censuras y omitir su demostración, sino que por el contrario debe probar de forma irrefutable que se incurrió en un error garrafal por el funcionario y por ello la providencia que está amparada por la presunción de acierto y legalidad no es ajustada a derecho, de manera que se haga necesaria la intervención del juez de tutela en el conocimiento de un trámite que por su naturaleza recae en el juez ordinario.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 
     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, diecisiete (17) de mayo de dos mil diecinueve (2019)

                                                                        Acta de Aprobación No 464
                                                        Hora: 7:20 a.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor JHON EDISON MURILLO MARÍN contra el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Pereira (Rda.), al considerar vulnerado su derecho fundamental de petición y debido proceso.

2.- SOLICITUD 
Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el  señor MURILLO MARÍN se puede concretar así: (i) en marzo 23 de 2019 elevó petición al Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado, para que se incluyera el testimonio de JOSÉ RUPERTO DÍAZ, quien se encuentra sindicado en el proceso seguido en su contra, ya que la defensa argumentó que no tenía pruebas para presentar en su defensa, sin recibir respuesta alguna, con lo cual se vulnera el derecho de petición y debido proceso; (ii)  su grado de marginalidad no le permite tener un abogado de confianza que sopese la acusación en su contra, de la cual se declara inocente; (iii) aduce que con ocasión de la aceptación de cargos se produjo una sentencia por extorsión, mediante engaños por parte del Fiscal, ya que la víctima se indemnizó, y el acuerdo verbal al que se llegó era tentativa de extorsión pero no de extorsión agravada, como se ve en la sentencia, y ahora les separan dos delitos como secuestro y desplazamiento lo cual nunca existió, por lo cual pide se despache de manera favorable su reclamo; (iv) al no responderse su petición por parte de la juez se vulneran sus derechos, y ello es una falta gravísima por lo cual procede la recusación; (v) no acepta la condena cuando lo acordado fue diferente, se impuso una condena que supera el máximo legal y su falta de motivación la invalida; (vi) se había acordado un apena de 18 a 36 meses, pero fueron condenados a 9 años y por eso muestra su desacuerdo con dicho fallo y aceptado cargos bajo engaños tanto de la Fiscalía como de la defensa; (vii) se ha vulnerado el debido proceso, al ser condenados por una extorsión que nunca se presentó, al ser un falso positivo de la Policía; (viii) el juez primero se equivocó en cuanto a la interpretación normativa, al atribuirles un sentido jurídico inexistente, y les impuso una pena de 9 años, cuando se indemniza a la víctima, y (ix) trae a colación los requisitos generales y especiales de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales.

Pide que se tutelen sus derechos al debido proceso, igualdad y equidad procesal, presunción de inocencia e in dubio pro reo, igualdad, imparcialidad, libertad, dignidad humana, lealtad, y en consecuencia se realice una revisión por parte de la judicatura, a raíz de la falta gravísima por silencio administrativo por parte de la Juez Segunda Penal del Circuito Especializada; así mismo que se anexen los videos de las audiencias desde su captura hasta el juicio, para que se tutele y se le proporcione copia de la sentencia.

3.- CONTESTACIÓN

La Corporación dispuso la vinculación del Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Pereira (Rda.), e igualmente ordenó la vinculación oficiosa de quienes tienen la calidad de intervinientes –fiscal, defensor, víctimas, procesados, apoderado de víctimas, agente del Ministerio Público-, así como los abogados que han intervenido en los referidos asuntos -Dr. JORGE MARIO DUQUE, Dr. JAMES ARIEL VELÁSQUEZ CARDENAS-, frente a lo cual únicamente se pronunciaron los siguientes:

- El Secretario del Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante de Pereira
 informó lo siguiente: (i) los señores JHON EDISON MURILLO MARÍN, JHON FREDY ARANGO y JOSÉ RUPERTO DÍAZ AGUDELO investigados por los delitos de extorsión con circunstancias de agravación, en concurso heterogéneo con secuestro y desplazamiento forzado, radicado al N° 660016000035201503513, aceptaron cargos por el delito de extorsión agravada en desarrollo de la audiencia preparatoria celebrada en octubre 04 de 2017, ordenándose la ruptura de la unidad procesal por las demás conductas, en las cuales se realizó la preparatoria en diciembre 26 de 2017 y en la actualidad se tiene fijada como fecha para el juicio oral los días 18 y 19 de junio de 2019; (ii) frente al derecho de petición para que se reciba en juicio la declaración de RUPERTO DÍAZ AGUDELO, el despacho por oficio de abril 30 le respondió lo pertinente al accionante, por lo cual no se ha vulnerado derecho alguno; (iii) ante la solicitud de revisión de su caso, no es dable que por vía de tutela lo solicite, en tanto para ello existe un mecanismo ordinario, como lo predica el canon 192 C.P.P., y (iv) pide se declare improcedente la acción constitucional.

- La abogada MARTHA LUCÍA BELTRÁN CARDONA, señala que no es ni ha sido defensora de JHON EDISON MURILLO, y por ende desconoce las actuaciones surtidas; no obstante expresa que la Defensoría Pública le asignó la asistencia técnica del señor JOSÉ RUPERTO DÍAZ, para la audiencia de juicio oral, pero no sabe el motivo por el cual la defensa del actor no pidió en la preparatoria el testimonio del antes mencionado.

- La abogada DIANA MILENA JURADO, señala que aunque no fue defensora del acá accionante, si tuvo relación contractual con dos coprocesados, en favor de quienes solicitó la práctica de pruebas para controvertir los delitos endilgados. Aduce que la pena se basó en la aceptación de cargos con el 50% de descuento y reparación a la víctima, y que no se opone a lo pedido por el actor, en favor de quien deben ser tenidas en cuenta las pruebas de los clientes que allí representó, al tratarse de un mismo asunto.

- Las demás personas vinculadas guardaron absoluto silencio.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta como tal los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar este caso de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382/00, este último modificado por los Decretos 1069/15 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si por parte del Juzgado accionado se vulneraron los derechos fundamentales que estima conculcados el señor JHON EDISON MURILLO MARÍN.

5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el medio más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, y gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el caso objeto de estudio, se evidencia que dentro de la misma acción constitucional, el actor hace relación a dos situaciones que en su sentir han quebrantado sus derechos fundamentales a saber: (i) el que por parte del Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Pereira (Rda.) no se le haya dado respuesta a la petición que elevó en marzo 21 de 2019, y (ii) el fallo de condena, igualmente emitido por esa célula judicial, por la conducta extorsión con circunstancias de agravación. En ese orden, considera la Sala que deberá proceder a estudiarse el presente asunto.

En relación con el primer evento, se aprecia que el señor JHON EDISON MURILLO MARÍN concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr que por parte de la entidad accionada se responda la petición que elevó, por medio de la cual solicitó se reciba la declaración de JOSÉ RUPERTO DÍAZ ARBOLEDA -coprocesado-, por cuanto el abogado que allí lo representaba no pidió pruebas para practicar en juicio.

Respecto al derecho de petición que estima quebrantado, por cuanto ninguna respuesta se le entregó, debe indicarse que tal petición por tratarse de un trámite netamente jurídico y no administrativo, debe ser atendida en el interior del proceso, y en desarrollo de las audiencias que contempla el ordenamiento procedimental penal, como así lo tiene sentado la jurisprudencia. Véase:

“[…] el trámite de las peticiones ante las autoridades judiciales son de dos tipos, las de asuntos administrativos cuyo trámite debe darse en los términos del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución y el Código Contencioso Administrativo, dentro de las cuales se pueden mencionar la solicitud de copias; y las de carácter judicial o jurisdiccional, que deben tramitarse de conformidad con los procedimientos propios de cada juicio, por lo que la omisión del funcionario judicial en resolver las peticiones formuladas en relación con los asuntos administrativos constituirán una vulneración al derecho de petición, en tanto que la omisión de atender las solicitudes propias de la actividad jurisdiccional, configuran una violación del debido proceso
 y del derecho al acceso de la administración de justicia,
 en la medida en que dicha conducta, al desconocer los términos de ley sin motivo probado y razonable, implica una dilación injustificada
 dentro del proceso judicial, la cual está proscrita por el ordenamiento constitucional (C.P., Arts. 29 y 229).” 

Surge diáfano de la referida cita, que al tratarse de temas de índole netamente jurídico, será en el mencionado proceso donde las mismas deberán ser atendidas y decididas, máxime cuando lo que pide, tiene que ver con una solicitud de índole probatoria, la cual debía ser reclamada ante el juez de conocimiento y en la etapa procesal pertinente.
Pese a lo anterior, es sabido que el despacho accionado, mediante oficio 474 de abril 30 de 2019, le remitió respuesta al señor MURILLO MARÍN informándole que lo pedido debía ser planteado y resuelto en el interior del proceso, e igualmente se le comunicó que el testimonio del señor JOSÉ RUPERTO DÍAZ ARBOLEDA podría ser recibido en juicio, siempre y cuando el mismo renuncie a su derecho constitucional de guardar silencio al ostentar la calidad de coprocesado, y por ende no podría obligársele a rendir declaración.  Aun así, del estudio del registro de la referida audiencia preparatoria, se vislumbra que la abogada de los señores JOSÉ RUPERTO y JHON FREDY, al momento de elevar sus solicitudes probatorias pidió, entre otros, los testimonios de sus representados, cuya práctica fue decretada por la funcionaria dentro de dicho proceso, el cual todavía se encuentra en trámite.

Han sido varios los pronunciamientos en los cuales la Sala de Decisión de tutelas
 de la H. Corte Suprema ha reiterado que al juez constitucional no le es permitido inmiscuirse en “procesos en curso”, tal como se expresó en el radicado 68111 de julio 18 de 2013, así:
“Adicionalmente, observa la Sala que el proceso seguido en contra de XXX  se encuentra en curso, luego será en ese escenario donde a través de los medios de defensa judicial podrá reclamar el amparo de las garantías fundamentales que considera conculcadas, pues como reiteradamente lo ha dicho la Corte al juez de tutela tampoco le es permitido intervenir en procesos en curso, no sólo porque desconoce la independencia y la autonomía de que está revestido el juez natural para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque, tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró el mecanismo de amparo para la protección de derechos superiores, mas no para su declaración.” -negrillas de la Sala-

Es que, tal cual así lo ha plasmado la Corte Constitucional de tiempo atrás, es en el interior del proceso donde se deben ventilar las presuntas vulneraciones a los derechos y garantías fundamentales que se piden, en cuanto: “no obstante la posible irregularidad que se hubiere presentado en el trámite del proceso correspondiente, al no estar culminada la actuación, existen normas en el procedimiento para que el afectado alegue oportunamente estas deficiencias, bien sea, pidiendo nulidades, interponiendo recursos, interviniendo en el proceso, todo con el fin de defender sus derechos. Es decir, la improcedencia de la acción de tutela, en estos casos, radica en la existencia de otro medio de defensa judicial, dentro del propio proceso”
. -negrillas de la Sala-
Para la Sala, en este específico evento no se ha vulnerado el derecho de petición del accionante, ya que aunque la respuesta a dicho pedimento debería darse en el interior del proceso, el cual todavía no ha concluido, de manera anticipada el despacho le comunicó lo pertinente, y, se itera, finalmente la declaración que pide del coprocesado JOSÉ RUPERTO será escuchada en juicio, salvo que el mismo quiera acogerse a la inmunidad penal. Y si bien el apoderado del accionante guardó silencio frente a peticiones probatorias en la audiencia preparatoria, ello no puede considerarse per se como violatorio de derechos, en tanto puede obedecer a una estrategia defensiva.
Ahora bien, en relación con el segundo aspecto, atinente al desacuerdo que enseña el señor JHON EDISON MURILLO contra la sentencia que dictó en su contra el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado por el delito de extorsión agravada, con antelación a ingresar en el análisis respectivo, la Colegiatura considera pertinente hacer mención a un pronunciamiento
 de la H. Corte Constitucional en el que esa Corporación recopiló y reiteró los requisitos generales
 para que proceda la tutela contra providencias judiciales, así como las causales de procedencia especiales
  de acuerdo con lo que en tal sentido se estableció en la sentencia C-590/05, y en el que además puntualizó: 
“En definitiva, como ha sido señalado en reciente jurisprudencia, la acción de tutela contra providencias judiciales es un instrumento excepcional, dirigido a enfrentar aquellas situaciones en que la decisión del juez incurre en graves falencias de relevancia constitucional, las cuales tornan la decisión incompatible con la Constitución. En este sentido, la acción de tutela contra decisión judicial es concebida como un juicio de validez y no como un juicio de corrección
 del fallo cuestionado, lo que se opone a que se use indebidamente como una nueva instancia para la discusión de los asuntos de índole probatoria o de interpretación normativa, que dieron origen a la controversia […]” 

Igualmente la H. Corte Suprema de Justicia, ante la interposición de acciones de constitucionales contra decisiones judiciales, ha expresado 
 que si bien la tutela procede contra dichas providencias, en aplicación de los referidos criterios de procedibilidad quien la ejercite tiene una mayor exigencia argumentativa, puesto que no puede quedarse simplemente en el planteamiento de censuras y omitir su demostración, sino que por el contrario debe probar de forma irrefutable que se incurrió en un error garrafal por el funcionario y por ello la providencia que está amparada por la presunción de acierto y legalidad no es ajustada a derecho, de manera que se haga necesaria la intervención del juez de tutela en el conocimiento de un trámite que por su naturaleza recae en el juez ordinario.

Al confrontar esos presupuestos de procedibilidad genérica y específica con lo expuesto en el presente evento, se advierte que el actor no cumplió con la carga argumentativa y probatoria que le correspondía al pretender, como así lo entiende la Sala, que se deje sin efecto la sentencia emitida en diciembre 26 de 2017
 por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Pereira (Rda.), por medio de la cual se condenó a los señores JHON EDISON MURILLO MARÍN, JHON FREDY ARANGO GÓMEZ y JOSÉ RUPERTO DÍAZ ARBOLEDA, a la pena de 09 años de prisión, al haber sido hallados responsables del delito de extorsión agravada bajo radicación N° 6600160000002017-00137, decisión que está en firme al no interponerse recurso alguno.
Esa mera circunstancia, releva a la Sala para ingresar en el estudio de fondo de la actuación, por cuanto la tutela no puede ser utilizada como una instancia adicional para pretender derruir la presunción de acierto y legalidad que comporta tal providencia judicial debidamente ejecutoriada, lo que implica que ninguno de los acusados, sus defensores o la Fiscalía, mostraron inconformidad alguna con la determinación adoptada por el juez de conocimiento. 
De igual forma, la jurisprudencia constitucional ha sido enfática, hasta la saciedad, al predicar que la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley. Sobre el particular en la sentencia T-313 de 2005, la H. Corte Constitucional indicó: 

“[…] La acción de tutela es un mecanismo de protección de derechos fundamentales cuyas características y condiciones son definidas por la misma Carta Política. Dentro de estos requisitos se encuentran la subsidiariedad y la inmediatez. 

El primero está relacionado con la necesidad que en cada caso concreto se acredite que el afectado no cuenta con otro mecanismo de protección de sus derechos o que, en razón a la inminencia de un perjuicio irremediable, dicho instrumento pierde su idoneidad para garantizar la eficacia de los postulados constitucionales, caso en el cual la Carta prevé la procedencia excepcional y transitoria.
 

El fundamento constitucional de la subsidiariedad, bajo esta perspectiva, consiste en impedir que la acción de tutela, que tiene un campo restrictivo de aplicación, se convierta en un mecanismo principal de protección de los derechos fundamentales.  
En efecto, la Constitución y la ley estipulan un dispositivo complejo de competencias y procesos judiciales que tienen como objetivo común garantizar el ejercicio pleno de los derechos constitucionales, en consonancia con el cumplimiento de los demás fines del Estado previstos en el artículo 2 Superior.  Por tanto, una comprensión ampliada de la acción de tutela, que desconozca el requisito de subsidiariedad, vacía el contenido de las mencionadas competencias y, en consecuencia, es contraria a las disposiciones de la Carta Política que regulan los instrumentos de protección de los derechos dispuestos al interior de cada una de las jurisdicciones.”

En este asunto, por demás, tampoco se acreditan los requisitos de subsidiariedad e inmediatez. Ello en primer lugar, por cuanto el señor JHON EDISON MURILLO MARÍN pide que se efectúe una “revisión” de la mencionada sentencia, como así se entiende de su petición, y al respecto debe decirse que el ordenamiento jurídico tiene establecido el procedimiento al que alude el canon 192 C.P.P. 
 , con el cual se podría dejar sin valor la sentencia que se ataca, para que en su lugar sea dictada una diferente, siempre y cuando se presente alguna de las causales allí señaladas. Y en segundo término, no se advierte razón alguna para que el accionante hubiera decidido esperar por algo más de 16 meses para acudir ante el juez constitucional en procura de la protección de sus derechos fundamentales, de haber considerado que el fallo emitido en su contra los vulneraba, en tanto dicho lapso va en contravía del principio de inmediatez que rige esta clase de asuntos. Mucho menos acreditó el actor perjuicio irremediable alguno con tal determinación, pues aunque soporta una pena que restringe su libertad, ello fue resultado de la aceptación de cargos por el delito ya aludido.
Y no obstante que para soportar su petición el actor refiere que fueron “engañados” por la Fiscalía y Defensa para que aceptaran cargos en desarrollo de la audiencia preparatoria, con lo cual se harían acreedores de una pena que oscilaba entre 18 y 36 meses de prisión, –luego del pago de la indemnización de perjuicios-, siendo finalmente sentenciados a una pena de 9 años, tal manifestación carece de soporte probatorio alguno, en tanto al revisar el registro de la actuación celebrada en octubre 04 de 2017
 ante el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Pereira –pese a los fallos en el sonido de la misma-, se observa que los procesados, entre ellos el señor JHON EDISON MURILLO MARÍN, de manera libre, voluntaria, consciente, debidamente asesorados por sus defensores, y previa verificación del funcionario judicial quien fue enfático en indicar que a raíz de la etapa procesal en la que se hallaba el asunto -preparatoria-tendrían derecho a una rebaja de 1/3 parte de la pena a imponer, decidieron ACEPTAR los cargos que les fueron endilgados por la conducta de extorsión.

No se observa en esa actuación presión indebida por parte de la Fiscalía, Defensa, ni mucho menos del Juez, que permitiera pregonar que tal pronunciamiento haya estado prevalido de un vicio en el consentimiento; por el contrario, la misma se desarrolló sin contratiempo alguno, sin que por parte del a quo o alguno de los allí intervinientes se hubiera evidenciado irregularidad alguna, como quiera que ninguna constancia se plasmó en la referida audiencia.

Por lo anterior, considera la Sala que la acción de tutela, en torno a este último reclamo del señor JHON EDISON MURILLO MARÍN, se torna improcedente y en ese sentido se despachará lo pedido.

5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
PRIMERO: SE NIEGA la acción de tutela interpuesta por el señor JHON EDISON MURILLO MARÍN, en lo atinente a la presunta vulneración del derecho fundamental de petición, e igualmente se DECLARA IMPROCEDENTE el amparo que se reclama frente a la sentencia  proferida en su contra, por lo expuesto en la parte motiva.
SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,


JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
� La titular del despacho se hallaba en juicio oral en la ciudad de Armenia. 


� Sentencias T-377 de 2000; T-178 de 2000; T-007 de 1999, T-604 de 1995.


� Sentencias T-006 de 1992; T-173 de 1993; C-416 de 1994 y T-268 de 1996.


� Sentencia T-368.


� Sentencia T-215A/11


� Ver también los radicados T-45900/10, T-53421/11  y T-70719/13


� Corte Constitucional, T-418 de 2003.


� T-094/13


� ”a.) Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. b.) Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable.  c.) Que se cumpla el requisito de la inmediatez. d.) Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. e.) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible, y f.) Que no se trate de sentencias de tutela.”


� “a.) Defecto orgánico; b.) Defecto procedimental absoluto; c.) Defecto fáctico; d.) Defecto material o sustantivo; e.) Error inducido; f.)  Decisión sin motivación; g.)  Desconocimiento del precedente, y h.)  Violación directa de la Constitución.” 


� Sentencia T-555 del 19 de agosto de 2009, M.P. Luis Ernesto Vargas.


� CSJ STP, 22 sept. 2015, Rad. 81747


� Ver folio 30 y ss.


� En relación con la subsidiariedad de la acción de tutela pueden consultarse, entre otras, las sentencias T-297/97, M.P. Antonio Barrera Carbonell, T-449/98, M.P. Alfredo Beltrán Sierra y T-300/04, M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 


� Acción de Revisión.


� Véase registro a partir del minuto 09:39.
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